
1.3.1. Introducción
Bajo el epígrafe de dependencia y servicios sociales abordamos cada anualidad el análisis de las cuestiones 

relativas a las dificultades del Sistema de la Dependencia, las barreras que afrontan las personas con 
discapacidad, las necesidades particulares de las personas mayores, los planteamientos surgidos en el 
ámbito de los Servicios Sociales y las graves incidencias para acceder a la renta mínima de inserción social 
en Andalucía.

Todas ellas, materias de un enorme calado, algunas muy delicadas, por estar íntimamente relacionadas 
con aquella parte de la población más vulnerable y precisada del sostén de un sistema público de Servicios 
Sociales robusto y eficaz, que se corresponda con la definición del Estado español como un Estado 
Social, en el que los mentados Servicios y las prestaciones que dispensan ya no pueden responder a una 
concepción meramente asistencial en ninguna de sus vertientes: ni el personal responsable de su prestación 
es voluntario, sino profesionales que han de cumplir un cometido constitucional y legal, ni sus destinatarios 
lo son a título de beneficencia, sino titulares del derecho a acceder a los mismos y a las prestaciones y 
recursos de su cartera de servicios, cuyo alcance es universal y, por tanto, dirigido a toda la población.

Sobre estos pilares pretendemos enfocar las problemáticas de las políticas sociales que, obvio es decirlo, 
permanecen encadenadas a reiteraciones que presentan avances muy modestos en comparación con una 
demanda social creciente.

Para enmarcar el contenido del subcapítulo, sintetizamos en este momento su estructura habitual, que 
comienza por el estudio de la Dependencia y sus avatares, continúa con los planteamientos recibidos 
en el ámbito de la discapacidad, pasando por la especial mención de una parte cada vez más nutrida de 
nuestra sociedad, las personas mayores, sin olvidar, finalmente, a las personas vulnerables desde una 
perspectiva socioeconómica y la respuesta que reciben de los Servicios Sociales Comunitarios, así como 
de la Administración Autonómica, especialmente en la cobertura de ingresos mínimos de la renta mínima 
de inserción social en Andalucía.

En este Informe nos parece interesante manifestar nuestra confianza en la implantación de un engranaje 
organizativo que permita una mejor conexión entre las necesidades sanitarias y sociales de la ciudadanía, 
habida cuenta de que solo en un espacio común de esta índole podrá la Administración satisfacer 
adecuadamente las que plantean las personas mayores y dependientes, las personas con determinados 
problemas de salud mental o, entre otras, las que padecen enfermedades crónicas o pluripatológicas.

1.3.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.3.2.1. Dependencia
A lo largo de 2019 las quejas formuladas por la ciudadanía en relación con el Sistema de la Dependencia 

ha venido a igualar prácticamente la cifra registrada durante el año 2018, sobrepasando las 300.

El principal punto de discordia continúa consistiendo en la vulneración del plazo para resolver el 
procedimiento administrativo, completando un recorrido que comienza con la solicitud a instancia de parte 
y que pasa por la determinación de la entidad de la situación de dependencia y, en su caso, desemboca en la 
efectividad del derecho mediante la asignación de una prestación del Sistema o de un servicio del Catálogo.

La Disposición final primera de la Ley 39/2006 expresa que, en el marco de lo establecido en la Ley 
reguladora del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el plazo máximo para 
resolver el reconocimiento de la prestación de dependencia será de seis meses, independientemente de 
que la Administración competente haya establecido un procedimiento diferenciado para el reconocimiento 
de la situación de dependencia y el de prestaciones.

A este respecto, la comunidad autónoma de Andalucía se decantó por establecer dos procedimientos 
administrativos que, con autonomía y tramitación sucesiva dentro del expediente de la persona interesada, 
conducen a la efectividad del derecho. El primero, iniciado a instancia de parte, y duración máxima de tres 
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